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¿Cree que la
globalización del mercado
de trabajo acarreará una
disminución de salarios?

La disminución de los salarios es
consecuencia de la revolución tec-
nológica, que ha hecho que la ma-
no de obra necesaria para produ-
cir los bienes de consumo y los
servicios que necesita la sociedad

sea menor. A las grandes multina-
cionales les sobra oferta de mano
de obra. Gaboardi.

La oferta de mano de obra se ha
globalizado. Ahora es necesario
que se globalice la acción de los
sindicatos. Entonces es cuando vi-
viremos de hecho en una aldea
global. Noelneli.

Lo seguro es que los sueldos de
los directivos seguirán estando
por las nubes. Inna.

El eslabón más débil de la globali-
zación es el trabajador y sus sala-
rios. El capital va donde mayores
beneficios puede conseguir y don-
de la mano de obra sea más bara-
ta. Lo único que cuenta es el bene-
ficio económico. Luis Munoz.

No creo que la globalización aca-
rree una disminución de los sala-
rios. Es otra cosa. Lo que ya está
ocurriendo es que algunos traba-
jos están siendo efectuados en paí-

ses con salarios más bajos, lo que
se traduce en disminución de pues-
tos de trabajo en los países con
salarios más elevados. Santibcn.

Donde ha habido poder de nego-
ciación por parte de los asalaria-
dos, hemos tenido prosperidad. Pe-
ro hoy (soy trabajador textil desde
hace 32 años) se nos acosa con
que si queremos más salario, se
llevan la empresa fuera del país, o
bien traen los productos hechos
desde países orientales. De hecho,
es lo que están haciendo. En las
empresas de la Vall d’Albaida y
Alcoy se destruyen puestos de tra-
bajo a diario. Labotint.

¿Cree que los altos
cargos son nombrados

por razones de clientelismo
político y no de profesionalidad?

Se ha dicho, con razón, que el
Tribunal Constitucional es la pie-
dra angular en nuestra estructura
constitucional, que dota de equili-
brio y estabilidad a la vida jurídi-
ca y política española, arbitran-
do los conflictos de nuestro siste-
ma de poderes separados, tanto
funcional como territorialmente.

Se ha dicho, y no con menos
razón, que el Tribunal Constitu-
cional ha preservado la Constitu-
ción en su letra y en su espíritu,
fiel a los valores constitucionales,
resumidos por el propio Tribunal
en tres hermosas palabras que for-
man su divisa: libertad, justicia y
concordia. Lo ha hecho jugando
incluso un papel “cuasiconstitu-
yente”, particularmente en el de-
sarrollo del Título VIII de la
Constitución, concretando múlti-
ples aspectos sustanciales del Esta-
do de las Autonomías y creando
así una especie de Constitución
Territorial a través de una juris-
prudencia que unas veces ha deli-
mitado las competencias territo-
riales de las Comunidades Autó-
nomas, otras ha anulado leyes del
Estado cuando invadían espacios
autonómicos, otras ha creado nue-
vas categorías conceptuales y
siempre ha equilibrado razonable-
mente el sistema autonómico.

El Tribunal Constitucional lle-
va 25 años prestando un servicio
impoluto e impagable a la com-
pleja maquinaria de nuestro siste-
ma democrático. Especialmente,
si añadimos a lo anterior, la insus-
tituible tarea del Tribunal en la
depuración del ordenamiento ju-
rídico franquista y en el extraor-
dinario impulso que ha dado a
nuestra democracia en la defensa
de los derechos y libertades fun-
damentales. En muchas ocasio-
nes, el Tribunal Constitucional
ha adoptado decisiones delica-
das y sus resoluciones no han go-
zado de unanimidad. Recuerdo
la despenalización del aborto, de-
terminados conflictos lingüísti-
cos o el derecho a la intimidad y
a la propia imagen, como temas
de especial polémica pública con
sentencias acompañadas de vo-
tos particulares. Pero nunca, repi-
to nunca, el Tribunal ha sido
puesto en cuestión. Es más, creo
poder afirmar con total objetivi-
dad que el Tribunal Constitucio-
nal goza de un amplísimo recono-
cimiento social y de un consenso
legitimador casi unánime de to-
dos los operadores jurídicos y po-
líticos de nuestro país.

Pues bien, unos elogios tan
merecidos como necesarios, son
el preámbulo de una denuncia.

El PP ha puesto al Tribunal Cons-
titucional en su punto de mira. El
objetivo es claro: obtener una sen-
tencia contra el Estatuto de Cata-
luña que anule sus artículos más
importantes o si se prefiere, más
simbólicos, para que salte por los
aires ese delicado puzzle que hu-
bo que arbitrar en su laboriosa y
compleja elaboración. Se trata
también de desautorizar la políti-
ca autonómica de Rodríguez Za-
patero con una sonora derrota de
uno de sus principales exponen-
tes y se trata además, de que ten-
ga lugar antes de las próximas
elecciones generales de 2008, pa-
ra que el discurso deslegitimador
y catastrofista del PP sobre Espa-
ña cobre sus mejores dividendos.

No estoy cuestionando, falta-
ría más, el derecho del PP a recu-
rrir ese Estatuto ante el Tribunal
Constitucional, por más que re-
sulte evidente que ha aprobado
con general satisfacción, otro

muy parecido, idéntico incluso,
en muchos artículos, como es el
Estatuto andaluz. No, no censu-
ro el recurso, sino las artimañas y
las presiones para ganarlo. De en-
trada porque al recurso le han
seguido sendas recusaciones del
PP contra dos magistrados a los
que se consideraba más favora-
bles a una visión más autonomis-
ta de nuestro modelo territorial,
dividiendo así al Tribunal en dos
bloques políticos que nada favo-
rece el tratamiento sereno e inde-
pendiente de un pleito tan impor-
tante. Lograda la recusación del
magistrado Pablo Pérez Tremps
con una resolución censurada
por toda la doctrina constitucio-
nal y cuyas críticas comparto ple-
namente, el siguiente paso es ace-
lerar la tramitación del recurso e
imponer por seis a cinco una sen-
tencia ejemplar contra el Estatu-
to. Ése es mi pronóstico y así lo
digo abiertamente.

Confieso que tengo interés en
el resultado final de este asunto.
Fui ponente del Estatuto y creo
en la constitucionalidad de un
texto, naturalmente imperfecto
por la ingente tarea negociadora
que exigió la aprobación por las
Cortes del texto original del Par-
lament de Cataluña. Mucho me
temo, sin embargo, que en este
caso, además de legítimos intere-
ses o aspiraciones respecto al fa-
llo de la sentencia, nos estamos
jugando el prestigio del Tribunal
con toda su enorme trascenden-
cia en nuestra arquitectura políti-
ca e institucional.

En primer lugar, porque la si-
tuación política y partidaria espa-
ñola es más tensa y está más cris-
pada que nunca. No hace falta
describirla ni enjuiciarla como
para que resulte “indescriptible”
el impacto de esta sentencia en
este clima. Por eso, tengo plena
confianza en que el Tribunal, aje-

no a las presiones de la coyuntu-
ra, situará la sentencia en un mo-
mento político más tranquilo.
Sea cual sea su contenido, todos
estaremos en otra situación para
que nuestra lectura, valoraciones
y aplicación en su caso, resulten
mesuradas y constructivas.

En segundo lugar, porque, vis-
tos los antecedentes, una senten-
cia en la que un mismo bloque
de magistrados se impone a otro
en todos los temas recurridos, se-
ría incuestionablemente una sen-
tencia divisoria. En la historia ju-
dicial norteamericana, es conoci-
da la sentencia de un presidente
conservador del Tribunal Supre-
mo, nombrado por el presidente
Eisenhower, que declaró la in-
constitucionalidad de las prácti-
cas discriminatorias racistas en
los EE UU, argumentando que
una sentencia no debe servir pa-
ra acentuar la división de un país
dividido. Viene a cuento esta cita
para reflexionar sobre una ten-
dencia demasiado frecuente en es-
tos tiempos, que nos arrastra a
catalogar a nuestros jueces con
etiquetas ideológicas que, en ge-
neral, no hacen justicia a su rigor
y a su independencia profesio-
nal. Hay miles de jueces que im-
parten justicia todos los días al
margen del asfixiante clima políti-
co partidario y mediático que a
veces creamos en torno a ellos. A
muchos nos produce orgullo y au-
toestima el Tribunal del 11-M
que está dando ejemplo al mun-
do de justicia penal garantista y
eficaz, o la Sala Segunda del Tri-
bunal Supremo que dicta senten-
cias difíciles como la del caso De
Juana, aplicando el Código Pe-
nal y no las penas ad hóminem.

Estoy seguro de que nuestro
máximo tribunal buscará el con-
senso interno en este fallo. Una
sentencia fraguada y modulada
por la búsqueda de la unanimi-
dad y por la superación de su-
puestos bloques ideológicos, se-
rá una sentencia más ecuánime,
y gozará de una mayor legitima-
ción política en su aplicación. Se-
rá una sentencia impecable, im-
posible de censurar desde la pre-
disposición partidaria que tene-
mos en la actualidad. Estoy segu-
ro de que con ello, el prestigio
del Tribunal saldrá más fortaleci-
do todavía y el reconocimiento
social y jurídico de esa importan-
tísima institución, crecerá toda-
vía más.

Ramón Jáuregui es portavoz del
PSOE en la Comisión Constitucional
del Congreso de los Diputados.

Los lectores pueden exponer sus comen-
tarios sobre la pregunta del día en la
dirección www.elpais.com/foros/. Las res-
puestas no deberán superar los 300 carac-
teres y serán difundidas en la edición digi-
tal de EL PAÍS. Una selección será publi-
cada en la edición impresa del periódico
a las 48 horas de formulada la pregunta.

Los talibanes han decapitado a
Ajmal Naqshbandi, concluyen-
do con sangre la tragedia vivida
por un periodista italiano y por
el grupo que le acompañaba. Pa-
ra nosotros, de La Repubblica,
es la muerte de un compañero de
trabajo. A Ajmal y a Daniele
Mastrogiacomo, sus carceleros,
tras liberarlos, les metieron en
dos convoyes distintos. Sin em-
bargo, los talibanes secuestraron
nuevamente a Ajmal y, tras com-
probar que con el intérprete af-
gano no se podía chantajear al
presidente Karzai, le han asesi-
nado. (…)

Cuando la vida de Mastrogia-
como estaba en peligro, nadie di-
jo lo que hoy se dice con impuni-
dad: es decir, que el rehén debía
morir. Es más, muchos, incluso
desde la oposición, dieron carta
blanca al Gobierno, como se hi-
zo con Berlusconi durante los se-
cuestros que tuvo que afrontar
su Gobierno. (...)

Ante el secuestro de Mastro-
giacomo, como ante el de Giulia-
na Sgrena, siempre he escrito lo
mismo: que se debe hacer todo lo
posible para liberar a los rehenes,
conscientes de que en el chantaje
de todo secuestro está en juego
nuestra libertad y soberanía, lo
que significa que si las condicio-
nes de los talibanes para liberar a
Mastrogiacomo y a sus compañe-
ros hubieran puesto en riesgo la
soberanía de Italia y la libertad
para decidir sobre Afganistán,
nosotros desde La Repubblica ha-
bríamos dicho que no. (…)
Ezio Mauro
Roma, 10 de abril

El Tribunal Constitucional
en la diana

RAMÓN JÁUREGUI

(Pregunta suscitada por el artícu-
lo de Gabriel Tortella).
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